INFORME DE LAS COMISIONES UNIDAS DE AGRICULTURA, DESARROLLO RURAL Y MARITIMO Y DE RECURSOS NATURALES, BIENES NACIONALES Y MEDIO AMBIENTE SOBRE EL PROYECTO DE LEY RELATIVO AL DESARROLLO DE PROYECTOS INDUSTRIALES PARA EL RECURSO DEL JUREL EN LA VIII REGION.

__________________________________________________________

BOLETÍN Nº 825-03 (S).

HONORABLE CAMARA:


Vuestras Comisiones Unidas de Agricultura, Desarrollo Rural y Marítimo y de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente pasan a informaros, en segundo trámite constitucional, sobre el proyecto de ley del H. Senado, iniciado en una moción de los HH. Senadores señores Cantuarias; Frei, don Arturo; Ríos y Ruiz-Esquide, relativo al desarrollo de proyectos industriales para el recurso del jurel en la VIII Región.


S.E. el Presidente de la República, mediante oficio, del cual se dio cuenta en la sesión de la H. Cámara de Diputados de fecha 3 de agosto de 1993, hizo presente la urgencia en el carácter de "suma" para el despacho de esta iniciativa, en todos sus trámites constitucionales, incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado.


A las sesiones que vuestras Comisiones dedicaron al estudio de esta iniciativa, además de sus integrantes, asistieron los Diputados señores Sabag y Velasco.


Cabe señalar que, en el estudio de este proyecto de ley, vuestras Comisiones Unidas contaron con la asistencia y colaboración del señor Subsecretario de Pesca, don Andrés Couve Rioseco, y de las Asesoras de esa Subsecretaría, ingenieros pesqueros señoras Edith Guerra y Edith Saa.


Asimismo, y en cumplimiento con lo establecido en el artículo 212 del Reglamento de la Corporación, se efectuó una audiencia pública, en la que participaron representantes de las entidades y organizaciones que se señalan, y cuyas opiniones se consignan, en síntesis, en el título II del presente informe.

I. IDEAS MATRICES DEL PROYECTO.


La idea matriz o fundamental que inspira la proposición de esta iniciativa legal, consiste en permitir a las personas que, al día al 6 de septiembre de 1991, tenían autorización vigente para la elaboración industrial de la especie hidrobiológica denominada "jurel" (trachurus murphyi), en el rubro reducción en la VIII Región del país, para que puedan ingresar nuevas naves a las áreas de pesca de las Regiones V a VII y IX, con el fin de completar el abastecimiento de materia prima de sus plantas de reducción en dicha Región.

Fundamentos.


Según lo expresado en los considerandos de la moción parlamentaria que dio origen al presente proyecto de ley, a través de las leyes Nºs. 19.079 y 19.080, que introdujeron modificaciones a la ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido fue fijado por el decreto supremo Nº 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, se amplió el área de la unidad de pesquería de la especie "jurel" (trachurus murphyi), en la zona centro-sur del país, abarcando, además del litoral de la VIII Región, al de las Regiones V, VI, VII y IX.


En el artículo 3º transitorio de dicha ley, se consideró una excepción en favor de los industriales autorizados para operar plantas reductoras en las Regiones que se incorporaron a la señalada unidad de pesquería, siendo autorizados para ingresar las naves necesarias para completar el abastecimiento normal de dichas plantas. Esta excepción no se hizo extensiva a las personas autorizadas para elaborar jurel en la VIII Región, que también tenían proyectos en marcha y que los iniciaron sobre la base de la libertad de pesca extractiva existente en las áreas de pesca aledañas a la de su Región, esto es, en las áreas de las Regiones V a VII y IX.


El presente proyecto de ley pretende corregir esta omisión que afecta a los industriales pesqueros de la VIII Región, para que completen sus proyectos ya en marcha, mediante la incorporación de un reducido número de naves.


Además, el perfeccionamiento de estos proyectos en marcha, posibilita concretar el plan de reconversión productiva y empleo en el área afectada por la crisis del carbón.


El desarrollo de las ideas matrices o fundamentales del proyecto se materializó en la moción parlamentaria en tres artículos permanentes y uno transitorio.


En el H. Senado esta iniciativa legal fue objeto de un acabado estudio por la Comisión de Pesca y Acuicultura la que, en su primer informe, elaborado con fecha 24 de noviembre de 1992, rechazó la idea de legislar sobre la moción parlamentaria por estimar que se debía contar con mayores antecedentes acerca de los efectos que ésta pudiera provocar en la actividad.


Por acuerdo de la Sala del H. Senado, de fecha 26 de noviembre de 1992, el proyecto de ley fue remitido a la Comisión, con el fin de que ésta emitiera un nuevo informe acerca de sus disposiciones.


En cumplimiento de su cometido, la Comisión de Pesca y Acuicultura, luego de reunir nuevos antecedentes y de escuchar a diversos representantes del sector, sugirió aprobar un texto de ley en que se acogieron indicaciones del Poder Ejecutivo, para complementar el artículo 1º y para agregar un artículo 3º nuevo. Asimismo, propuso una nueva redacción para el artículo transitorio, con el propósito de hacerlo más explícito.


La Sala del H. Senado, en sesión de fecha 24 de marzo de 1993, tomó conocimiento de una nueva indicación del Ejecutivo, mediante la cual proponía modificaciones a los artículos 1º y 2º e intercalaba un artículo 4º nuevo, pasando los artículos 3º y 4º a ser 4º y 5º, respectivamente.


La Comisión, acogiendo esas modificaciones, emitió un informe complementario, con fecha 16 de abril de 1993.


Finalmente, la Comisión de Pesca y Acuicultura del H. Senado; con fecha 24 de mayo de 1993, elaboró un segundo informe en el que se incorporaron nuevas enmiendas, las que fueron aprobadas por esa H. Corporación con fecha 8 de junio de 1993.


El proyecto de ley, que se transcribe, remitido a la Cámara de Diputados para su segundo trámite constitucional, consta de cinco artículos permanentes y uno transitorio y que fue, en definitiva, sobre el cual se pronunciaron vuestras Comisiones Unidas:

"Artículo 1º.


Dispone que las personas con autorización vigente al 6 de septiembre de 1991, para la elaboración industrial de la especie hidrobiológica denominada jurel (Trachurus Murphyi), en el rubro reducción, en la VIII Región del país, que cumplan con los requisitos que se establecen en la presente ley, podrán ingresar nuevas naves a las áreas de pesca de las Regiones V a VII y IX, con el fin de extraer la referida especie, si requieren de ella para completar el abastecimiento de materia prima de sus plantas de reducción en la VIII Región.


Sólo podrán impetrar el reconocimiento de este derecho, las personas que lo soliciten a la Subsecretaría de Pesca mediante solicitud formal presentada en la Oficina de Partes en Valparaíso, dentro de los 30 días corridos siguientes contados desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial y que cumplan, además, con los siguientes requisitos:


1. Que las plantas incluyan nuevas líneas completas de elaboración para jurel en el rubro reducción y hayan estado en proceso de construcción efectiva durante los 90 días siguientes a la fecha de entrada en vigencia de la Ley General de Pesca y Acuicultura, esto es, el 6 de septiembre de 1991, y que a la fecha de impetrar el beneficio de esta ley estén terminadas o que su estado de avance material permita establecer que estarán concluidas al día 6 de septiembre de 1993.


Debe entenderse como nueva línea completa de elaboración, a las instalaciones industriales para reducción conformadas al menos por estanques de almacenamiento de materia prima y las maquinarias y equipos correspondientes a las operaciones básicas de cocido, prensado, secado y molienda, además de los equipos para tratamiento de líquidos, todos los cuales se incorporan al proceso de elaboración de una unidad productiva, conformando una línea de proceso que implica capacidad adicional de producción.


Debe entenderse como proceso de construcción efectiva, al conjunto de actividades destinadas a materializar el proyecto industrial de reducción que incluya además de la preparación de los terrenos, las construcciones e instalación física de las maquinarias y equipos correspondientes a la nueva línea completa de elaboración.


2. Que requieran de flota adicional para completar el abastecimiento de dichas plantas elaboradoras, según la capacidad de procesamiento certificada por el Director del Servicio Nacional de Pesca.


3. Que adjunten a su solicitud certificado otorgado por el Director del Servicio Nacional de Pesca que acredite lo siguiente:


a) La capacidad de procesamiento de materia prima por hora de la o las nuevas líneas completas de elaboración que hayan estado en proceso de construcción efectiva durante los 90 días posteriores al 6 de septiembre de 1991, y la descripción de los equipos existentes y previstos a dichos efectos.


b) La capacidad de procesamiento total de la planta de reducción en toneladas de materia prima por hora, incluyendo las nuevas líneas completas de elaboración.


c) La nómina de naves que han abastecido la planta de materia prima durante los años 1991 y 1992, indicando nombre del titular de la autorización y del dueño de la nave.


d) La o las naves autorizadas al peticionario para operar en la unidad de pesquería del artículo 1º transitorio, letra d), del decreto supremo Nº 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que aún no comienzan a operar.


Cuando la o las naves que abastecen la planta son de titulares distintos de aquel que invoca el derecho a ingresar nueva flota, deberá establecerse si ellas están autorizadas a personas relacionadas patrimonialmente con quien solicita impetrar el derecho, pudiendo el Servicio Nacional de Pesca requerir a dichos efectos, los documentos, instrumentos e informes que estime necesario.

Artículo 2º.


Preceptúa que, para los efectos de la presente ley, se establece la relación entre capacidad de bodega a flote y requerimiento de materia prima de las plantas de reducción en 40 m3 de capacidad de bodega por cada tonelada de procesamiento por hora que dichas plantas requieran para su abastecimiento.


Las personas que tengan naves autorizadas para operar en cualquiera de las áreas de pesca que conforman la unidad de pesquería del artículo 1º transitorio, letra d), del decreto supremo Nº 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que hayan abastecido a su planta autorizada en la VIII Región del país, o que estén relacionadas patrimonialmente con personas que tengan naves autorizadas y operando  en la misma unidad de pesquería que hayan abastecido a esa misma planta, sólo podrán impetrar el derecho que por la presente ley se establece, si con dichas naves no alcanzan a completar sus requerimientos de captura para la señalada planta.

Artículo 3º.


Determina que el Director del Servicio Nacional de Pesca deberá certificar en carácter de ministro de fe, a petición de la parte interesada, el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 1º de esta ley, dentro de los 20 días corridos siguientes contados desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.


Los interesados en obtener esta certificación deberán solicitarlo por escrito a la Dirección Nacional de Pesca, en su domicilio, Valparaíso, adjuntando los antecedentes necesarios, dentro del plazo de 10 días corridos contados desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.

Artículo 4º.


Establece que la flota total que se incorpore a la pesquería del jurel, en virtud de esta ley, no podrá exceder en 6.500 m3 de capacidad de bodega.


La Subsecretaría de Pesca se pronunciará mediante resolución respecto de aquellas solicitudes que sean denegadas, y se pronunciará en una misma resolución respecto de aquellas solicitudes que corresponda acoger. En el caso que esta última implique acoger solicitudes por una cifra total que supere los 6.500 m3 de capacidad de bodega de ingreso a la pesquería, ésta deberá ajustarse a dicha cifra total, considerando los derechos proporcionales que corresponda reconocer a cada persona, en virtud de lo establecido en el artículo 2º de esta ley.

Artículo 5º.


Señala que las personas autorizadas a ingresar nuevas naves en virtud de esta ley, deberán tener su capacidad de procesamiento total y que dio origen a las autorizaciones de pesca extractiva, instalada y en plena producción al día 6 de septiembre de 1993.


El incumplimiento de esta obligación, dentro de dicho plazo fatal, producirá de pleno derecho la caducidad de la o las autorizaciones que se otorguen para operar las nuevas naves.


Las naves que se autoricen en virtud del derecho que por la presente ley se establece, deberán iniciar sus operaciones de pesca, conjuntamente o con posterioridad con la puesta en marcha de la planta industrial para cuyo abastecimiento se autorizó, dentro de los plazos que la norma general establece al efecto.

Artículo Transitorio.


Mediante esta disposición se introducen las siguientes modificaciones al decreto supremo Nº 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Pesca y Acuicultura:


a) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo tercero transitorio, la frase "dentro de un plazo de 24 meses a partir de la entrada en vigencia de la Ley Nº 19.079," por "dentro de un plazo fatal que vencerá el 31 de diciembre de 1993,", y


b) Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo tercero transitorio, la frase "de veinticuatro meses a partir de la entrada en vigencia de la Ley Nº 19.079.", por "dentro de un plazo fatal que vencerá el 31 de diciembre de 1993.".".

********

Texto de las disposiciones legales que el proyecto modifica o sustituye.


Decreto supremo Nº 430, de 1991, del Ministerio de Economía Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Pesca y Acuicultura.

ARTICULOS TRANSITORIOS.


"Artículo 1º.- A contar de la fecha de publicación de la ley 19.080, las siguientes unidades de pesquería se declaran en estado de plena explotación:


d) Pesquería pelágica de la especie jurel (Trachurus Murphyi), en el área de pesca correspondiente al litoral de las Regiones V a IX, desde el límite Este fijado por el artículo 47 permanente o por la resolución que se dicte conforme a este mismo artículo, hasta el límite Oeste correspondiente a la línea imaginaria trazada a una distancia de 200 millas marinas, desde las líneas de base normales;".


"Artículo 3º.- No podrán ingresar a las áreas de Pesca señaladas en el artículo 1º transitorio para realizar actividades pesqueras extractivas, naves o embarcaciones pesqueras distintas de las autorizadas a la fecha de publicación de la ley 19.079, en virtud de resoluciones de la Subsecretaría dictadas en conformidad al decreto con fuerza de ley Nº 5, de 1983, y que hubiesen informado capturas desembracadas en dichas áreas, según corresponda a cada unidad de pesquería, dentro de los últimos doce meses anteriores a la fecha de publicación de la ley 19.079. Sin embargo, podrán efecturase sustituciones de naves o embarcaciones pesqueras, o de sus titulares, en conformidad al reglamento.


Con todo, dentro de un plazo de 24 meses a partir de la entrada en vigencia de la ley 19.079, podrán ingresar a las áreas de pesca de las unidades de pesquerías establecidas en el artículo 1º transitorio, los armadores pesqueros que no habiendo aún iniciado actividades pesqueras extractivas en ellas, cuenten con autorización vigente de la Subsecretaría, y acrediten fehacientemente, ante la Subsecretaría, en un plazo de treinta días contados desde la vigencia de la ley 19.079, que las naves antes referidas se encuentran en proceso de construcción.


Asimismo, aquellos armadores autorizados para operar naves pesqueras en las Regiones que en virtud de lo dispuesto en la letra d) del artículo 1º transitorio se incorporan al régimen de plena explotación y los industriales autorizados para operar plantas reductoras, que tengan, estén instalando o acrediten trámites de concesión de terrenos o de arriendo de terrenos portuarios o acrediten inversión realizada antes del 1º de abril de 1990 para construir dichas plantas situadas en dichas Regiones, podrán incorporar nuevas naves en las Regiones citadas, teniendo como límite una relación proporcional entre la capacidad de procesamiento y los requerimientos de captura para su abastecimiento el que será verificado por el Servicio.


Esa relación será de 40 metros cúbicos de capacidad de bodega a flote por cada tonelada de capacidad de procesamiento de materia prima por hora, que dichas plantas tengan. La solicitud para hacer efectiva esta excepción deberá presentarse a la Subsecretaría dentro del plazo de 90 días de la fecha de entrada en vigencia de la ley 19.079. Las plantas a que se refiere el inciso anterior deberán haber completado la instalación de su capacidad autorizada antes de 24 meses a partir de la entrada en vigencia de la ley 19.079. En caso de incumplimiento a lo señalado precedentemente caducará su autorización por el solo ministerio de la ley, así como también aquellas autorizaciones de pesca referidas a los barcos pesqueros a que éstas dieron origen.


Los desembarques que se realicen hasta el 31 de diciembre de 1996, y que estén destinados a abastecer las plantas reductoras a que se refiere el inciso tercero de este artículo, no serán imputables a la cuota global que se fije para la zona comprendida entre la V y la IX Región.".

**********

II. PERSONAS ESCUCHADAS POR LA COMISION.


El señor Subsecretario de Pesca, don Andrés Couve Rioseco expresó, en el seno de la Comisión, que este proyecto de ley, tuvo su origen histórico en una proposición de los señores Diputados, fallecidos, don Akín Soto Morales y don Milenko Vilicic Karnincic, al presentar en conjunto con otros señores Diputados, entre los que figuran los señores Elgueta; Faulbaum; Jara, don Sergio; Kuzmicic; Martínez, don Juan; Rodríguez, don Hugo; Rojos, y Velasco, una indicación al artículo 3º transitorio de la ley 18.892, que creó una excepción para aquellos industriales que tenían inversiones en marcha en regiones distintas a la VIII Región y que, en ese momento, la ley las incorporaba a la plena explotación de esa unidad de pesquería, es decir, las Regiones V, VI, VII y IX. Entonces, para todos los industriales que estaban en esas regiones, en las cuales no se había dado una señal anticipada de que se iba a establecer un cierre, en el estudio de la ley de pesca por la Cámara de Diputados, se propuso una excepción que les permitiera, a esos industriales, completar sus inversiones y se les autorizara una correspondiente flota para sus inversiones en tierra, en una relación de 1 tonelada-hora de capacidad instalada en tierra otorgada por 40 m³ de flota.


Esos fueron los incisos segundo y tercero del artículo 3º transitorio que han sido muy discutidos y en los que no se reparó en que en esa Región (VIII) había gente en esas condiciones. La excepción fue para las regiones que se incorporaron a la plena explotación. Algunos industriales de la VIII Región, viéndose afectados, pidieron una aclaración a la Contraloría General de la República, porque el Subsecretario de Pesca les negó la posibilidad de acogerse a esa excepción. A raíz de esa situación se solicitó aclaraciones respecto de la historia fidedigna de la ley.


La Contraloría General de la República fue de opinión que no correspondía otorgar autorizaciones a los industriales de la VIII Región, porque no estaban expresamente incluidos en la excepción de aquellos industriales que se incorporaban a la plena explotación y se entendía que se incorporaban las regiones que no lo estaban con anterioridad. De tal manera que, los industriales de la VIII Región quedaron fuera. Se solicitó, en su oportunidad, al Servicio Nacional de Pesca un inventario de esos industriales. 


Se dedujeron, dos recursos de protección, a raíz de lo expresado en el dictamen de la Contraloría General de la República. La Corte de Apelaciones de Valparaíso, acogió, por fallo dividido (2 por 1), en un caso, el recurso interpuesto, y en el caso de la Pesquera Guanaye, rechazó el recurso de protección por fallo dividido (2 por 1).


Por lo anterior, la autoridad gubernamental estimó pertinente que a los industriales de la VIII Región sean incluidos en la norma de excepción, igual que a los de la V, VI, VII y IX, pero no por la vía administrativa.


Reiteró que la solución para los industriales de la VIII Región no debe buscarse por la vía administrativa, por cuanto ello significaría no cumplir con el sentido de la ley, y de haberse usado ese procedimiento administrativo, habrían sido muchas las empresas que lo hubieran utilizado obviando la vía legal.


Expresó que los señores Senadores de la zona estuvieron contestes en zanjar esta situación por la vía legal. Fue así como en el H. Senado se propuso esta iniciativa legal.


El primer proyecto que se presentó en el Senado tenía posibilidades de ser burlado, porque se iba a dar nuevas posibilidades para que se iniciaran procesos mediante el recurso de protección.


El Ejecutivo propuso una indicación al proyecto de ley señalando un límite. Se establecieron dos períodos: uno para denegar aquellas solicitudes que no cumplen los requisitos y otro, para las solicitudes que los cumplen, las que se retienen por un plazo prudencial, esperando la resolución de los reclamos judiciales que, generalmente, se efectúan a través de recursos de protección. Cuando los tribunales resuelven respecto de éstos, entonces se da curso a las solicitudes que obtienen fallo favorable, pero con un límite total de capacidad autorizada, que no superen los 6.500 m³ de bodega. O sea, el Subsecretario deja de tener atribuciones para autorizar por sobre los 6.500 m³ y tiene que hacerlo en una sola resolución, para todos. La suma de metros cúbicos de las autorizaciones no puede superar la cantidad de metros cúbicos señalada.


La Subsecretaría cree que, independientemente de a quienes beneficie, este no es un problema pesquero propiamente tal. Los 6.500 m³ en un total de 130.000 m³, no van a desequilibrar el estado de un recurso. Lo que se materializaría con el cumplimiento de lo dispuesto en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 3º transitorio de la ley General de Pesca y Acuicultura, sería 10.000 m³; entonces, estos 6.500 m³, están dentro del espíritu de la idea aprobada en el artículo 3º transitorio de la ley.


Con la indicación del Ejecutivo, este es un proyecto viable, que no lesiona la política pesquera del país. Sólo viene a solucionar un problema. No tiene otra finalidad que la de corregir una omisión legal producida durante la discusión de la ley.


Por tratarse de un proyecto que requiere ser votado con quórum calificado debe existir pleno consenso y convencimiento de que se debe aprobar con el ánimo de resolver una situación que quedó pendiente.


La pesquería del jurel, que representa una cantidad entre 20 a 25 millones de toneladas de biomasa, se extiende desde Nueva Zelandia hasta las costas de Chile, y tiene una fase reproductiva en alta mar y una fase trófica en la costa. Es una pesquería que asciende desde la altura de Chiloé hasta la corriente del Perú, se devuelve por la parte exterior de la corriente de Humboldt para, nuevamente, irse a aguas de alta mar. No obstante, es en su fase de agregación costera en donde representa los tamaños más importantes y en las agregaciones de la temporada de marzo a septiembre. Esta es una pesquería oceánica de una magnitud apreciable, de una cierta precisión en el cálculo de la biomasa, cuyo error, en cuanto a captura se refiere es mayor a un 4%, que es lo que se está autorizando de excedente en flota, y éste porcentaje está considerado dentro del cálculo en el cual esta pesquería puede expandirse, la que no va a colapsar con un 4% más de autorizaciones para captura.


Por los antecedentes que se conocen no se puede fijar una cuota global de captura, por lo que se ha optado por un techo del esfuerzo de pesca. No hay antecedentes que permitan fijar una cuota global. Esto no se da en todas las pesquerías. Esta pesquería es la menos conocida por su gran extensión.


En la versión original de este proyecto de ley estaban consideradas las plantas conserveras, no obstante, la eliminación de ellas se produjo porque sus agentes no manifestaron interés en ser incluidos en esta legislación. Se optó por eliminarlos, aún cuando se les debió dar esta franquicia; pero la dificultad surge de la decisión de determinar el porcentaje para reducción y para transformación.


Respecto del plazo, expresó que éste es razonable y la prueba es que la gente que tenía proyectos pendientes, los terminaron en forma oportuna. Ellos hicieron las plantas. Si se amplía el plazo, se van a tratar de incorporar otras personas interesadas y eso producirá el problema que la cuota que se autoriza se deberá repartir entre muchos. Ampliar el plazo significa que mucha gente pudiera intentar acceder por cualquier medio a esta franquicia, lo que crearía un problema para la Subsecretaría de Pesca.


El plazo es cómodo para quienes iniciaron actividades dentro del plazo establecido y quienes se incorporan tienen sus instalaciones terminadas. Los 5 o 6 proyectos reales ya están terminados.


Los Consejos Regionales, que se encuentran todos en funcionamiento, no tienen atingencia en el proceso de autorizaciones y pueden ser negativos ante las disposiciones de esta ley, lo que podría generar un conflicto que entrabe la solución de un problema puntual.


Señaló que son seis empresas las que se benefician con el presente proyecto de ley: Pesquera Qurbosa Ltda.; Pesquera Guanaye Ltda.; Pesquera Chile Sur S.A.; Pesquera Torres y Rivera Ltda.; Pesquera Gran Horizonte S.A., y Pesquera El Golfo S.A. La nómina se hizo en base a un estudio objetivo del Servicio Nacional de Pesca, que genera una flota faltante de 6.500 metros cúbicos de bodega. Si resulta que hay algún proponente que cree tener derecho, y que a través de la vía judicial logra alguna resolución que la Subsecretaría deba acatar,se produciría un prorrateo sobre esa cifra máxima de 6.500 metros cúbicos de bodega.


Es importante destacar que las inversiones pesqueras de la VIII Región, cuando se discutió la ley de Pesca, en términos generales, fueron favorecidas porque vieron disiparse la posibilidad que se trasladara masivamente flotas pesqueras del norte hacia el sur. Cuando se planteó el proyecto de ley en estudio, la primera oposición fue de los industriales de la VIII Región. No obstante, cuando se presentó la indicación del Ejecutivo que limitó a 6.500 metros cúbicos de bodega, esos mismos industriales aceptaron este proyecto. Por su parte, los industriales de la V Región, que ya obtuvieron el beneficio, y con gran éxito, se van a oponer a este proyecto, porque, evidentemente, significa una mayor competencia.


El Subsecretario de Pesca precisó que, los permisos se otorgarán para la V, VII y IX Regiones, no para la VIII; o sea, las empresas instaladas en la VIII Región, van a poder pescar entre la V y la IX Regiones.


Comentó que era digno destacar que la pesquería partió concentrándose en la VIII Región y para los efectos de desconcentrarla se mantuvo la decisión de permitir solamente el ingreso de naves a las otras Regiones, de tal manera de dispersar el esfuerzo y hacerlo más homogéneo. Las mayores concentraciones están hacia el sur, a diferencia de la apreciación original de la Subsecretaría de Pesca. Por lo tanto el radio de acción de las embarcaciones de la VIII Región va a ser hacia la IX Región y esporádicamente hacia la V Región, lo normal será la VII y la IX Regiones.


En relación con la pesca más allá de las 200 millas, el señor Subsecretario, dijo que en el Senado hubo una indicación para exigir a los buques ciertas características técnicas, pero se consideró que era una intervención en la actividad privada.


Los pescadores artesanales que están participando en la pesca del jurel son los que, anteriormente, eran pequeños pescadores industriales, y la nueva ley de Pesca les franqueó la posibilidad de inscribir sus naves de hasta 18 metros; es decir, son micro empresarios que tienen contratos con las empresas y pescan fundamentalmente en la franja costera. Ellos tienen una excepción permanente dentro de la franja de las 5 millas. La Subsecretaría de Pesca considera un error que se tomen en consideración circunstancias que debe dilucidar, en definitiva, el mercado, e incluir estos aspectos en la normativa legal. La gran ventaja de los pescadores artesanales por sobre los industriales es que pueden pescar otras especies además del jurel, que es fundamentalmente oceánico. Por lógica existen intereses contrapuestos; ya que, para los pescadores artesanales sería muy conveniente que no existiera ningún buque industrial, y para los industriales la situación inversa, pero la Subsecretaría tiene la misión de no establecer entre ambas categorías, diferencias o discriminaciones, porque en el mar hay espacio para las dos. El problema que existe se reduce a 7 u 8 buques, no es más, y consiste en reparar la situación de desigualdad de los empresarios de la VIII Región. Si no hay ánimo mayoritario, este proyecto no se aprueba, ya que necesita de quórum calificado.


De los 13 recursos de protección interpuestos, ninguno se ha fallado en contra de la Subsecretaría de Pesca, hubo un recurso que se había acogido en la Corte de Apelaciones por 3 votos contra 2, siendo retirado sin alcanzar a llegar a la Corte Suprema. La Subsecretaría de Pesca, con su interpretación, ha tenido el respaldo de la Contraloría General de la República y de un informe en Derecho del Profesor Silva Bascuñán, quién claramente manifestó que la Cámara de Diputados, al aprobar el proyecto de la ley General de Pesca, no contempló a los industriales de la VIII Región.


Finalmente, el señor Subsecretario reiteró que, en el Senado, se calificó a este proyecto, como una ley de quórum calificado.

Audiencia Pública.


En la audiencia pública celebrada en miércoles 7 de julio de 1993, vuestras Comisiones Unidas de Agricultura, Desarrollo Rural y Marítimo y de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente, escucharon, en relación con el presente proyecto de ley en informe, a los señores Matías Domínguez Errázuriz y Luis Hermosilla Osorio, de cuyas exposiciones se consigna en síntesis, la siguiente relación:


El señor Domínguez expresó que representaba a la empresa pesquera Gran Horizonte de la Octava Región, interesada en la tramitación del proyecto de ley de la industria del jurel para la Octava Región.


Basándose en el proyecto que aprobó el H. Senado, su empresa hizo una presentación escrita a las Comisiones Unidas de la H. Cámara de Diputados, pidiendo que el plazo que establece el proyecto para tener las plantas terminadas y en funcionamiento, 6 de septiembre de 1993, sea ampliado, al igual que en la Quinta Región, al 31 de diciembre de este mismo año.


La empresa Gran Horizonte tiene aprobado un proyecto que está instalando desde 1991, de 40 toneladas hora de capacidad de materia prima y, de acuerdo con este proyecto de ley, puede completar la flota suficiente para abastecer dicha planta. Sin embargo, hasta ahora funciona con 20 toneladas, a pesar de que, en cuanto a lo que se refiere a obras civiles como galpón, instalaciones y algunas maquinarias para enfriado, son para 40 toneladas. La línea completa de 40 toneladas no se ha terminado a la espera de que se promulgue esta ley. Es una inversión cuantiosa que no se puede terminar sin tener una seguridad jurídica.


Como a los industriales de la Quinta Región se les otorgó este plazo -hasta el 31 de diciembre de 1993- a pesar de que han tenido la ley aprobada hace dos años-, circunstancia que ha motivado a la empresa a pedir esta prórroga, para obtener esta igualdad legal y, por lo tanto, se nivele, por esta vía, las diferencias de tratamiento con la Quinta Región.


Finalizó enfatizando que existe documentación dirigida al Servicio de la Gobernación de Pesca de la Octava Región, donde se señala que la planta está en construcción, de acuerdo con los permisos concedidos, y es para 40 toneladas; está la certificación del mismo Servicio de que en 1991 ya estaba en construcción; hay una carta dirigida al señor Subsecretario de Pesca, a raíz de la visita que esta autoridad hizo a la planta de la empresa Gran Horizonte, donde se interiorizó de todos los detalles de ella.


El señor Daniel Medina Osorio, representante de los pescadores artesanales de la Octava Región, leyó un documento, de cuyo contenido se realiza la siguiente síntesis:


"Vengo de la Octava Región, en representación de los pescadores artesanales y de los armadores artesanales. 


En nuestra Región existe un número aproximado de 2.000 naves artesanales que le dan trabajo a 15.000 pescadores artesanales. De este universo existen 400 embarcaciones que tienen como pesca objetivo el arte de pesca de cerco que es la que posibilita la captura del jurel, anchoveta y sardina, especies hidrobiológicas que las plantas industriales utilizan como materia prima para la elaboración de harina de pescado y aceite. De este segmento de sector dependen 4.000 pescadores artesanales. Vengo a hablar en representación de 400 armadores artesanales y de 4.000 pescadores artesanales. Represento a 4.400 familias que viven la angustia de la incertidumbre; porque se pretende legislar en perjuicio directo de su fuente de trabajo.


Nos oponemos a aceptar que se modifique la Ley de Pesca a fin de posibilitar el acceso de barcos industriales en la captura del jurel por 6.500 metros cúbicos de bodega, por las siguientes razones:


Desde 1985, mediante el decreto supremo Nº 436 del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, la autoridad administrativa inicia una tenaz defensa del recurso jurel hasta culminar con la Ley de Pesca vigente en que el recurso se declara en plena explotación y se procede al cierre del acceso a la pesquería.


La autoridad, contra la presión de los industriales y artesanales pesqueros, motivados por los informes técnicos de IFOP (Instituto de Fomento Pesquero), Sernap (Servicio Nacional de Pesca), y las universidades chilenas, fue celosa, técnica, seria y responsable para declarar la especie en plena explotación y cerrar el acceso de esta pesquería por el peligro inminente de la extinción de la especie.


Hoy no existen razones técnicas que acrediten un mejoramiento de las condiciones naturales que motiven su modificación. Por el contrario, hoy se efectúa un mayor gasto económico para capturar una tonelada de pescado y, a medida que el tiempo transcurre, este gasto se hace más ascendente, lo que indica que el recurso está en vías de colapso.


Es decir, por las mismas razones que fundó el Ejecutivo los decretos supremos Nºs 436 de 1985; 518 de 1988; 110 y 363 de 1989, 175 de 1990 y 430 de 1991, nos oponemos a la apertura de una pesquería cerrada por ley, para evitar la captura de una especie declarada en plena explotación.


Por las mismas razones que consideró ayer el Legislativo para declarar en la ley vigente el cierre de la zona y la plena explotación de la especie jurel, nos oponemos a su apertura y explotación.


Con motivo de la tramitación de esta modificación en el Senado, expusieron en la Audiencia Pública diversos connotados profesionales, expertos en la materia, que fundaban técnicamente su desaprobación a la iniciativa.


El señor Tomás Contreras, Presidente del Consejo Regional de Pesca de la VIII Región, luego de fundar seriamente su oposición, concluyó: "Estimo inadecuado modificar el texto vigente para favorecer inversiones a través de las cuales se pretende ingresar nuevas embarcaciones a zonas que están declaradas en régimen de plena explotación. Ello es un riesgo para la sustentabilidad de la Industria Pesquera de la Región". Más adelante manifestó: "El Consejo Regional de Pesca que represento, no es partidario de legislar en los términos del proyecto.


En esa Audiencia Pública, expuso don Daniel Malfanti, integrante del Consejo Nacional de Pesca, en representación de los industriales pesqueros y planteó su desacuerdo con la iniciativa en representación de su sector, pues el recurso se encuentra en el límite de la plena explotación.


En la misma ocasión expuso el señor Patricio Bernal, Director Ejecutivo del Instituto de Fomento Pesquero e integrante del Consejo Nacional de Pesca, quien fundó técnicamente su rechazo a la modificación por el alto riesgo que implicaría la pesquería.


El señor Guillermo Risco, representante del sector laboral en el Consejo Nacional de Pesca, manifestó el rechazo de su sector a la modificación.


Nosotros, los Armadores y Pescadores Artesanales, no nos explicamos el por qué el Senado de la República pudo aprobar esta modificación, contrariando la totalidad de las fundamentaciones serias y técnicas de los más representativos profesionales del sector pesquero nacional. En esta toma de pareceres, no estuvimos representados los damnificados de esta iniciativa de modificación.


Los Pescadores y Armadores artesanales no estamos de acuerdo, además de las razones técnicas que compartimos con los profesionales que han expuesto sus reflexiones, porque traería consecuencias adversas que afectarían gravemente a este masivo sector de trabajadores.


Creemos que quienes trabajaron afanosamente, por conseguir esta moción legislativa, actuaron motivados por el solo afán de incrementar su poderío económico, sin importarles la suerte del recurso jurel y las consecuencias socioeconómicas adversas que enfrentaría el sector pesquero artesanal.


Con los agentes económicos existentes en el mercado, es factible satisfacer los intereses de todos, sin necesidad de legislar privilegiadamente para los propietarios de las plantas industriales, comprometiendo la sustentabilidad del sector pesquero.


Por tanto, con la ley vigente, es posible atender la demanda de las plantas industriales, aprovechando la flota existente, y actuando con la responsabilidad que se requiere en el comportamiento natural del recurso en cuestión.

Discusión y votación del proyecto.

A.- Discusión en general.


Habida consideración de la necesidad de corregir la omisión producida durante la tramitación de los artículos transitorios de la ley General de Pesca y Acuicultura, latamente expuesta en los informes del H. Senado, de oír las exposiciones aclaratorias entregadas por las personas que concurrieron a colaborar en el análisis del proyecto, y luego de conocer el criterio de los señores Diputados, respecto de la materia en estudio, vuestras Comisiones Unidas le dieron su aprobación, en general, por unanimidad.

B.- Discusión en particular.


Vuestras Comisiones Unidas de Agricultura, Desarrollo Rural y Marítimo, y de Recursos Naturales, Bienes nacionales y Medio Ambiente, en este segundo trámite constitucional, procedieron a estudiar las disposiciones del proyecto de ley remitido por el H. Senado y a votar cada uno de sus artículos en la forma que se señala.

Artículo 1º.


En relación con esta norma se acogió la siguiente indicación :


De los Diputados señores Alamos, Galilea, Melero, Pérez, don Ramón; Recondo y Rojos, para reemplazar en el numeral 1 de este artículo la frase " 6 de septiembre de 1993" por "31 de diciembre de 1993".


La indicación propuesta persigue homogenizar el plazo de conclusión de instalaciones industriales establecido para la V Región - 31 de diciembre de 1993- con la VIII Región. Esta prórroga, en ningún caso, habilita para la presentación de nuevas solicitudes que no cumplan con los requisitos.


Consultado al respecto, el representante del Poder Ejecutivo, Subsecretario de Pesca don Andrés Couve Rioseco, manifestó estar de acuerdo con la indicación por cuanto ella establece una plena igualdad de oportunidades para ambas Regiones.


Sometido a votación el artículo con la indicación, resultaron aprobados por unanimidad.

Artículo 2º.


Sin debate, se aprobó, por unanimidad, el texto propuesto por el H. Senado.

Artículo 3º.


Fue aprobado en forma unánime, en la misma forma propuesta.

Artículo 4º.


Se aprobó en los mismos términos propuestos, por unanimidad.

Artículo 5º.


Se acogió la siguiente indicación presentada por los Diputados señores Alamos, Galilea, Melero, Pérez, don Ramón; Recondo y Rojos:


Para reemplazar, en su inciso primero, la frase "6 de septiembre de 1993" por "31 de diciembre de 1993".


Sometida a votación esta indicación, fue aprobada por unanimidad.


El artículo, con la indicación, fueron aprobados por unanimidad.

Artículo transitorio.


Fue aprobado por la unanimidad de los señores Diputados presentes.

III. ARTICULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARACTER ORGANICO CONSTITUCIONAL O DE QUORUM CALIFICADO.


En conformidad con lo establecido en el Nº 2, del artículo 286 del Reglamento Interno de la Cámara de Diputados, correspondió a vuestras Comisiones Unidas determinar los artículos que, a su juicio, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales o de quórum calificado.


Sobre el particular, vuestras Comisiones Unidas estimaron, al igual que lo hizo el H. Senado, que la totalidad de las disposiciones contenidas en este proyecto de ley deberán ser aprobadas con el carácter de quórum calificado.

IV. ARTICULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISION DE HACIENDA.


El señor Presidente de las Comisiones Unidas, con la anuencia de todos los señores Diputados presentes, estimó que no hay artículos de este proyecto de ley, que deban ser conocido por la Comisión de Hacienda de la Corporación.

V. ARTICULOS QUE NO FUERON APROBADOS POR UNANIMIDAD EN LA COMISION.


No hay artículos en esta situación.

VI.- SINTESIS DE LAS OPINIONES DE LOS DIPUTADOS CUYO VOTO HUBIERE SIDO DISIDENTE DEL ACUERDO ADOPTADO EN LA VOTACION GENERAL DEL PROYECTO.


No hubo opinión disidente en la votación general del proyecto.

VII.- INDICACION DECLARADA INADMISIBLE POR EL SEÑOR PRESIDENTE DE LA COMISION.


No hubo indicaciones que fueran objeto de esta declaración.

VIII.- INDICACIONES RECHAZADAS.


Indicación de los Diputados señores Rojos y Velasco, para sustituir en las letras a) y b) del artículo transitorio, la frase "31 de diciembre de 1993" por "11 de marzo de 1994".


Fue rechazada por mayoría de votos.

*******


En mérito a las consideraciones anteriormente señaladas y a las que, en su oportunidad, os dará a conocer el señor Diputado Informante, vuestras Comisiones Unidas de Agricultura, Desarrollo Rural y Marítimo y de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente, os recomiendan aprobar el siguiente.

PROYECTO DE LEY:


"ARTICULO 1º.- Las personas con autorización vigente al 6 de septiembre de 1991, para la elaboración industrial de la especie hidrobiológica denominada jurel (Trachurus Murphyi), en el rubro reducción, en la VIII Región del país, que cumplan con los requisitos que se establecen en la presente ley, podrán ingresar nuevas naves a las áreas de pesca de las Regiones V a VII y IX, con el fin de extraer la referida especie, si requieren de ella para completar el abastecimiento de materia prima de sus plantas de reducción en la VIII Región.


Sólo podrán impetrar el reconocimiento de este derecho, las personas que lo soliciten a la Subsecretaría de Pesca mediante solicitud formal presentada en la Oficna de Partes en Valparaíso, dentro de los 30 días corridos siguientes contados desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial y que cumplan, además, con los siguientes requisitos:


1. Que las plantas incluyan nuevas líneas completas de elaboración para jurel en el rubro reducción y hayan estado en proceso de construcción efectiva durante los 90 días siguientes a la fecha de entrada en vigencia de la Ley General de Pesca y Acuicultura, esto es, el 6 de septiembre de 1991, y que a la fecha de impetrar el beneficio de esta ley estén terminadas o que su estado de avance material permita establecer que estarán concluidas al día 31 de diciembre de 1993.


Debe entenderse como nueva línea completa de elaboración, a las instalaciones industriales para reducción conformadas al menos por estanques de almacenamiento de materia prima y las maquinarias y equipos correspondientes a las operaciones básicas de cocido, prensado, secado y molienda, además de los equipos para tratamiento de líquidos, todos los cuales se incorporan al proceso de elaboración de una unidad productiva, conformando una línea de proceso que implica capacidad adicional de producción.


Debe entenderse como proceso de construcción efectiva, al conjunto de actividades destinadas a materializar el proyecto industrial de reducción que incluya además de la preparación de los terrenos, las construcciones e instalación física de las maquinarias y equipos correspondientes a la nueva línea completa de elaboración.


2. Que requieran de flota adicional para completar el abastecimiento de dichas plantas elaboradoras, según la capacidad de procesamiento certificada por el Director del Servicio Nacional de Pesca.


3. Que adjunten a su solicitud certificado otorgado por el Director del Servicio Nacional de Pesca que acredite lo siguiente:


a) La capacidad de procesamiento de materia prima por hora de la o las nuevas líneas completas de elaboración que hayan estado en proceso de construcción efectiva durante los 90 días posteriores al 6 de septiembre de 1991, y la descripción de los equipos existentes y previstos a dichos efectos.


b) La capacidad de procesamiento total de la planta de reducción en toneladas de materia prima por hora, incluyendo las nuevas líneas completas de elaboración.


c) La nómina de naves que han abastecido la planta de materia prima durante los años 1991 y 1992, indicando nombre del titular de la autorización y del dueño de la nave.


d) La o las naves autorizadas al peticionario para operar en la unidad de pesquería del artículo 1º transitorio, letra d), del decreto supremo Nº 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que aún no comienzan a operar.


Cuando la o las naves que abastecen la planta son de titulares distintos de aquel que invoca el derecho a ingresar nueva flota, deberá establecerse si ellas están autorizadas a personas relacionadas patrimonialmente con quien solicita impetrar el derecho, pudiendo el Servicio Nacional de Pesca requerir a dichos efectos, los documentos, instrumentos e informes que estime necesario.


ARTICULO 2º.- Para los efectos de la presente ley, establécese la relación entre capacidad de bodega a flote y requerimiento de materia prima de las plantas de reducción en 40 m3 de capacidad de bodega por cada tonelada de procesamiento por hora que dichas plantas requieran para su abastecimiento.


Las personas que tengan naves autorizadas para operar en cualquiera de las áreas de pesca que conforman la unidad de pesquería del artículo 1º transitorio, letra d), del decreto supremo Nº 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que hayan abastecido a su planta autorizada en la VIII Región del país, o que estén relacionadas patrimonialmente con personas que tengan naves autorizadas y operando  en la misma unidad de pesquería que hayan abastecido a esa misma planta, sólo podrán impetrar el derecho que por la presente ley se establece, si con dichas naves no alcanzan a completar sus requerimientos de captura para la señalada planta.


ARTICULO 3º.- El Director del Servicio Nacional de Pesca deberá certificar en carácter de ministro de fe, a petición de la parte interesada, el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 1º de esta ley, dentro de los 20 días corridos siguientes contados desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.


Los interesados en obtener esta certificación deberán solicitarlo por escrito a la Dirección nacional de Pesca, en su domicilio, Valparíso, adjuntando los antecedentes necesarios, dentro del plazo de 10 días corridos contados desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.


ARTICULO 4º.- La flota total que se incorpore a la pesquería del jurel, en virtud de esta ley, no podrá exceder en 6.500 m³ de capacidad de bodega.


La Subsecretaría de Pesca se pronunciará mediante resolución respecto de aquellas solicitudes que sean denegadas, y se pronunciará en una misma resolución respecto de aquellas solicitudes que corresponda acoger. En el caso que esta última implique acoger solicitudes por una cifra total que supere los 6.500 m³ de capacidad de bodega de ingreso a la pesquería, ésta deberá ajustarse a dicha cifra total, considerando los derechos proporcionales que corresponda reconocer a cada persona, en virtud de lo establecido en el artículo 2º de esta ley.


ARTICULO 5º.- Las personas autorizadas a ingresar nuevas naves en virtud de esta ley, deberán tener su capacidad de procesamiento total y que dio origen a las autorizaciones de pesca extractiva, instalada y en plena producción al día 31 de diciembre de 1993.


El incumplimiento de esta obligación, dentro de dicho plazo fatal, producirá de pleno derecho la caducidad de la o las autorizaciones que se otorguen para operar las nuevas naves.


Las naves que se autoricen en virtud del derecho que por la presente ley se establece, deberán iniciar sus operaciones de pesca, conjuntamente o con posterioridad con la puesta en marcha de la planta industrial para cuyo abastecimiento se autorizó, dentro de los plazos que la norma general establece al efecto.

ARTICULO TRANSITORIO.


Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto supremo Nº 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Pesca y Acuicultura:


a) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo tercero transitorio, la frase "dentro de un plazo de 24 meses a partir de la entrada en vigencia de la Ley Nº 19.079," por "dentro de un plazo fatal que vencerá el 31 de diciembre de 1993,", y


b) Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo tercero transitorio, la frase "de veinticuatro meses a partir de la entrada en vigencia de la Ley Nº 19.079.", por "dentro de un plazo fatal que vencerá el 31 de diciembre de 1993."."

*********


SALA DE LA COMISION, a 4 de agosto de 1993.


Acordado en sesiones de fechas 23 de junio y 4 de agosto de 1993, con asistencia de los señores Diputados Recondo, don Carlos (Presidente); Acuña, don Mario; Alamos, don Hugo; Alvarez-Salamanca, don Pedro Pablo; Carrasco, don Baldemar; Faulbaum, don Dionisio; Galilea, don José; Horvath, don Antonio; Jara, don Octavio; Kuzmicic, don Vladislav; Martínez, don Juan; Melero, don Patricio; Munizaga, don Eugenio; Pérez, don Juan Alberto; Prochelle, doña Marina; Reyes, don Víctor; Rojos, don Julio, y Ulloa, don Jorge


Por la vía del reemplazo asistieron los Diputados señores Cardemil, don Gustavo; Ortíz, don José Miguel; Pérez, don Ramón, y Velasco, don Sergio.


Se designó Diputado Informante al señor HUGO ALAMOS VASQUEZ.

MIGUEL CASTILLO JEREZ,

Secretario de las Comisiones Unidas.

